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información pública, obrante en expediente municipal de aprobación inicial de la modificación puntual 
14ª de las Normas Subsidiarias del Ayuntamiento de Estepa, cuyo anuncio fue publicado en el Boletín 
Oficial de la Provincia de Sevilla.

Admitida a trámite la queja, a pesar de haber transcurrido un plazo más que prudencial desde la remisión 
de la mencionada solicitud del interesado y de nuestras peticiones de colaboración no obtuvimos respuesta 
colaboradora del Ayuntamiento.

Por las razones expuestas, formulamos Resolución en la queja 18/1192 incluyendo nuestras 
consideraciones sobre el Régimen jurídico del deber y obligaciones de transparencia en la actividad 
pública. 

Se trata de un deber cuyo contenido y alcance ha sido objeto de ampliación a nuestro Ordenamiento 
jurídico interno mediante la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, y de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Para la Institución, resultaba obvio que la petición y solicitud de acceso formuladas por el interesado 
en la presente queja, encontraban su encaje subjetivo en el régimen jurídico del derecho de acceso que 
nos ocupa, al igual que la correlativa obligación de la Administración municipal concernida de facilitar el 
ejercicio del derecho y el consiguiente acceso.

Por todo ello, consideramos improcedente que la Administración Municipal no contestara al interesado, 
facilitándole el acceso y obtención de la información pública que instaba, pues la información que se le 
solicitaba no figura incluida en ninguno de los supuestos de limitación del acceso a la información por 
posibles perjuicios a las materias sensibles que relaciona el artículo 14 de la Ley 19/2013 (básica estatal) 
y no se le ha motivado en ninguna otra forma la falta de respuesta. Todo ello, pese a que la información y 
documentación a que se pretendía tener acceso, ya se había elaborado y hecho pública en el Boletín Oficial 
de la Provincia (BOP) correspondiente, sin que figurara en el Portal de Transparencia, como denunciaba el 
interesado.

1.1.2.2.2. Administración electrónica y Protección de Datos
Una cuestión singular fue objeto de la queja 19/0502, en la que el interesado nos exponía que formuló 

petición al Ayuntamiento de La Zubia (Granada) por su supuesto bloqueo en redes sociales del Ayuntamiento 
y la supuesta limitación a su libertad de expresión, sin que hubiese recibido respuesta alguna.

En consecuencia, tras admitir a trámite la queja y solicitar informe y colaboración al Ayuntamiento, que 
pese a los reiteros formulados no contestó a nuestra solicitud de informe tampoco, razón por la cual 
fomulábamos Recordatorio del deber de colaborar y responder expresamente.

Nuestra resolución iba referida al régimen jurídico del derecho de petición, más garantista para los 
derechos e intereses del afectado, que el de cualquier otro procedimiento administrativo general que 
pudiera resultar de aplicación, además, dado que no existían en su solicitud referencias a un procedimiento 
administrativo concreto que hubiere iniciado el mismo y, toda vez que, el bloqueo en las redes sociales que 
denunciaba, se había producido en el mandato corporativo anterior. 

En el presente caso, vistas las manifestaciones del promotor de queja, no desvirtuadas por la Administración 
y, constatado que el escrito de petición presentado, en relación con su supuesto bloqueo en las redes 
sociales, no había sido objeto de respuesta pese a haber transcurrido los plazos legalmente habilitados, 
concluimos que se había producido incumplimiento del deber de contestar, legalmente establecido en la 
Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición.

La respuesta del Ayuntamiento concernido no se hizo esperar y, nos ponía de manifiesto la aceptación 
de la Resolución formulada por el Defensor del Pueblo Andaluz, levantando el bloqueo sufrido por el 
promotor de la queja en las redes sociales oficiales; por lo que procedimos al cierre de las actuaciones.

1.1.2.2.3. Organización Local
Recibimos la queja 18/0838 en la que la portavoz de Grupo Municipal en un municipio de la provincia de 

Sevilla nos exponía que, en ejercicio de sus funciones de representación política y por considerarlo 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-dar-respuesta-a-la-mayor-brevedad-posible-al-escrito-sobre-informacion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-resuelve-la-situacion-de-bloqueo-de-un-vecino-en-las-redes-sociales-municipales
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necesario para el desempeño de su cargo de concejal, habían formulado diversas peticiones de acceso a 
la información y documentación obrante en las dependencias, registros y archivos municipales.

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el articulo 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local y en el articulo 13 y siguientes del Reglamento de Organización 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Administraciones Locales.

Desde los Órganos de gobierno municipal -afirmaba la promovente- no se les respondía, ni se les facilitaba 
el acceso a la información y documentación solicitada.

En las actuaciones formulamos Recordatorio del deber de dar cumplimiento a los preceptos 
Constitucionales de aplicación y, a los legales y reglamentarios antes referidos y, Recomendación en el 
sentido de que se respondan expresamente y sin mas dilaciones las solicitudes presentadas facilitando el 
acceso a la información y documentación requeridas o, denegando de forma motivada el mismo. 

Como no respondiera el citado Ayuntamiento a nuestra Resolución, dimos por cerradas las actuaciones 
con inclusión de la reseña de la queja en el Informe Anual. 

No obstante, con posterioridad, el Ayuntamiento nos contestó justificando sus retrasos en responder a la 
interesada por lo reiterativo de sus peticiones de acceso a información y documentación y, en la falta de 
medios personales y materiales.

Tuvimos ocasión de tratar el régimen jurídico de convocatorias para la celebración de sesiones de Pleno, 
en la queja 18/3597.

El interesado, en su condición de concejal de un ayuntamiento de Málaga exponía que, en sesión plenaria 
constitutiva, celebrada el 10 de julio de 2015, se estableció la periodicidad trimestral de los Plenos 
Ordinarios, a celebrarse los primeros viernes de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre a las 
20:30 horas.

Añadía que durante los años 2015 y 2016, aunque con días de retraso, 
se respetó la convocatoria trimestral de los Plenos, sin embargo, en 
el año 2017 tan solo se celebraron dos plenos ordinarios, el 15 de 
septiembre y el 15 de diciembre, desde esa fecha no se había vuelto a 
convocar Pleno Ordinario en el Ayuntamiento.

El concejal promovente, como argumento de defensa de su pretensión, 
indicaba que la jurisprudencia del Tribunal Supremo señala como, la 
falta de convocatoria de sesiones ordinarias, limita a los concejales su 

derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos.
Admitida a trámite la queja, solicitamos informe y colaboración al Ayuntamiento, y su respuesta fue 

ofrecida al interesado para que formulare las alegaciones que considerare convenientes a su derecho. 
Ambas respuestas, constan en el expediente de queja cuyo enlace a la publicación en la web de la 
Institución, puede ser consultado, dando por reproducidos ambos documentos en aras de la brevedad y 
síntesis expositivas de este Informe.

Instruida suficientemente la queja, en la misma formulamos Resolución incluyendo nuestras 
consideraciones sobre el alcance del derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos 
reconocido en el Art. 23 de la Constitución y, la interpretación jurisprudencial y doctrinal del Tribunal 
Supremo y del Constitucional; sobre el régimen jurídico ordinario del derecho de participación en los 
asuntos públicos, conforme establece la normativa básica y la reglamentaria de desarrollo en el ámbito 
local y, del establecido sobre la periodicidad de las sesiones plenarias 

Considerábamos que teniendo el municipio una población inferior a 5000 habitantes, resultaba obligada 
la periodicidad trimestral de celebración de los Plenos Ordinarios. Correspondiendo a la Alcaldía, en 
aplicación de lo establecido en el articulo 21 de la citada Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, 
velar porque así fuere. 

Por todo lo anterior, y al amparo de lo establecido en el Art. 29, Apdo.1 de la Ley 9/1983, de 1 de 
Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, esta Institución consideró oportuno formular Recordatorio 

“Acceso a la 
información obrante 
en los registros y 
archivos municipales”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/aceptan-el-cumplimiento-de-la-convocatoria-de-sesiones-plenarias-ordinarias
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-con-la-mayor-brevedad-posible-se-proceda-a-remover-los-obstaculos-que-dificulten-o
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del deber de dar cumplimiento a los preceptos Constitucionales, legales y reglamentarios incluidos en la 
parte expositiva de las presentes Resoluciones del Defensor del Pueblo Andaluz. 

También formulamos Recomendación para que, con la mayor brevedad posible, se procedieran a remover 
los obstáculos que dificultaban o pudieran impedir en el futuro, la convocatoria de sesiones ordinarias de 
pleno con la periodicidad legalmente establecida.

Y finalmente, Sugerencia para que se adoptare por los órganos municipales de Gobierno iniciativa 
normativa para la inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, de 
una regulación acordada y consensuada en la Asamblea municipal sobre el alcance, contenido y requisitos 
de los derechos estatutarios de los concejales y grupos políticos de la Corporación y respecto al régimen 
de sesiones de control de los órganos municipales de gobierno.

Recibida respuesta del Ayuntamiento, consideramos que éste aceptaba nuestra Resolución en los 
siguientes términos:

“En contestación a escrito remitido a esta Corporación por el Defensor del Pueblo Andaluz sobre la 
queja con el número de expediente indicado en el encabezado, en la que se contiene resolución con 
recomendación y sugerencia, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 9/1983 se 
pone de manifiesto la aceptación de la resolución adoptada.”

1.1.2.2.4. Servicios municipales
Tuvimos ocasión de tratar cuestiones vinculadas al funcionamiento de los servicios municipales en la 

queja 18/7510 en la que el Administrador de una Comunidad de Propietarios de edificio de viviendas 
en régimen de propiedad horizontal, en Torremolinos (Málaga), nos exponía que en el edificio referido 
reside una persona que está causando problemas para la normal convivencia, además de, perjuicios a la 
salubridad del inmueble. 

Según nos exponía instaron ante las Administraciones Local y de Justicia la adopción de medidas que 
resuelvan este grave problema, resultando que no se acometen ni finalizan, llevando ya tres años en esta 
situación.

Posteriormente se personó en nuestras actuaciones otro vecino afectado como interesado, manifestando 
que se trataba de un gravísimo caso de insalubridad comunitaria extrema y nos solicitaba información 
sobre las actuaciones emprendidas por nuestra parte, instando que hiciéramos lo posible en aras del 
derecho a la protección de la salud de sus hijos y de todos los vecinos que allí viven. 

Solicitado informe al Ayuntamiento, se nos respondía desde los Servicios Sociales:
“Se inicia en enero de 2019 nuevo trámite para solicitar orden de entrada en el domicilio para proceder a 

la retirada de enseres y limpieza e higienización del mismo, para ello se remite notificación de providencia, 
en el que se concede plazo de quince días para que limpie su vivienda, en caso de no realizarse se informará 
al Decanato de Málaga solicitando la orden de entrada para proceder a la limpieza del inmueble e 
ingreso involuntario temporal...” Decir que la notificación fue enviada con dos agentes de policía local, y 
que no deseaba firmar recibí, pero si se realiza la entrega del mismo”. 

Con fecha 14 de febrero de 2019, recibimos nuevo informe del Ayuntamiento, en el que la Alcaldía, 
tras una larga exposición de antecedentes que se remontaban al 2016, y reseña de diversos expedientes 
tramitados por distintas Delegaciones y Servicios municipales al respecto con objeto de adoptar medidas 
en vía administrativa para resolver la preocupante situación de falta de higiene y salubridad en el edificio, 
nos informaba lo siguiente: 

“Le comunico que a la vista de los Antecedentes, y en virtud de la legislación citada y de aplicación, 
podemos concluir que esta Delegación Municipal de Medio Ambiente y Sanidad ha actuado correctamente 
en el ámbito de sus competencias, máxime cuando el asunto esta en vía judicial desde el 2 de marzo 
de 2016 en el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Torremolinos, por denuncia de la Comunidad de 
Propietarios, según indica D. ... en su escrito de fecha 19 de octubre de 2018, asentado en el Registro 
General de Entrada de este Ayuntamiento bajo el número 45948, de 23 de octubre de 2018. Es por ello que 
este Ayuntamiento se ve imposibilitado para actuar en la vivienda y garaje privados sin la correspondiente 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/estan-a-la-espera-de-poder-entrar-en-la-vivienda-para-actuar-ante-las-condiciones-de-salubridad-e

